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un plazo de treinta (30) días hábiles desde su presentación, 
el cual es contabilizado hasta la emisión de la Resolución 
Ministerial y, está sujeto a silencio administrativo positivo 
(en adelante SAP);

Que, el numeral 197.1 del artículo 197 del Texto Único 
Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 004-2019-JUS (en adelante, TUO LPAG) 
señala que pondrán fin al procedimiento administrativo, 
entre otros, el SAP;

Que, el numeral 199.1 del artículo 199 del TUO 
LPAG establece que los procedimientos administrativos 
sujetos a SAP, quedarán automáticamente aprobados en 
los términos en que fueron solicitados si transcurrido el 
plazo establecido o plazo máximo, al que se adicionará 
el plazo máximo señalado en el numeral 24.1 del artículo 
24 del TUO LPAG, la entidad no hubiere notificado el 
pronunciamiento respectivo. Asimismo, el párrafo 199.2 
del mencionado artículo señala que el silencio positivo 
tiene para todos los efectos el carácter de resolución que 
pone fin al procedimiento, sin perjuicio de la potestad de 
nulidad de oficio prevista en el artículo 213 del mencionado 
cuerpo legal;

Que, según los Informes de Vistos, la solicitud de 
reconocimiento de servidumbre sujeta a SAP, quedó 
aprobada en los términos solicitados cuando transcurrió el 
plazo máximo de treinta (30) días hábiles (17 de diciembre 
de 2018), al que se adiciona el plazo máximo establecido 
en el numeral 24.1 del artículo 24 del TUO LPAG, siendo 
este el 26 de diciembre de 2018;

Que, el artículo 217 del Reglamento de la Ley 
de Concesiones Eléctricas, establece: “(…) Los 
concesionarios que acrediten la existencia de servidumbre 
convencional para el desarrollo de las actividades 
eléctricas pueden solicitar al Ministerio el reconocimiento 
de la misma. En todo caso son de aplicación a la 
servidumbre convencional las normas de seguridad 
establecidas en la Ley, el Reglamento y en las normas 
técnicas pertinentes (…)”;

Que, conforme se desprende del citado artículo 217, 
cuando los concesionarios solicitan el reconocimiento de 
la servidumbre convencional, cuentan con un derecho pre 
existente, el mismo que se constituyó con el acuerdo de 
servidumbre celebrado por LDS y el Gerente General de la 
empresa HDP Contratistas Generales S.A.C. propietaria 
del predio afectado; en consecuencia, debe tenerse en 
cuenta que la Resolución Ministerial que se emita, tiene 
efectos declarativos, y no constitutivos de derechos, esto 
es los derechos y obligaciones que se generan de la 
servidumbre se originan en los acuerdos celebrados con 
anterioridad y no como consecuencia de la emisión de la 
Resolución Ministerial;

Que, el artículo 1 del Decreto Supremo N° 002-2008-
JUS, que dispone la inscripción de servidumbres eléctricas 
en el Registro de Concesiones para la Explotación de 
Servicios Públicos, exige que las servidumbres que 
hayan sido otorgadas por el MEM a favor de concesiones 
eléctricas definitivas, sean inscritas en el Registro de 
Concesiones para la Explotación de Servicios Públicos, 
para lo cual se deberá presentar la Resolución Ministerial 
que reconozca dichas servidumbres;

Que, en su Informe de Vistos, la Oficina General de 
Asesoría Jurídica del MEM señala que la solicitud de 
reconocimiento de servidumbre convencional para la 
SED 1695, sujeta a SAP, se configuró en los términos 
solicitados cuando transcurrió el plazo máximo de treinta 
(30) días hábiles (17 de diciembre de 2018), al que se 
adiciona el plazo máximo establecido en el párrafo 24.1 
del artículo 24 del TUO LPAG, siendo este el 26 de 
diciembre de 2018;

Que, la Dirección General de Electricidad en los 
Informes de Vistos señala que LDS cumple con los 
requisitos establecidos en la LCE, RLCE y TUPA del 
MEM; para desarrollar la actividad de transmisión de 
energía eléctrica en el Proyecto;

Que, el numeral 36.1 del artículo 36 del TUO LPAG 
señala que en los procedimientos administrativos 
sujetos a SAP, la petición del administrado se considera 
aprobada si, vencido el plazo establecido o máximo 
para pronunciarse, la entidad no hubiera notificado el 
pronunciamiento correspondiente, no siendo necesario 

documento alguno para que el administrado pueda hacer 
efectivo su derecho, bajo responsabilidad del funcionario 
o servidor público que lo requiera;

Que, en este sentido, es procedente declarar por 
aplicación del SAP, la solicitud de reconocimiento de 
servidumbre convencional de ocupación y de tránsito 
para SED 1695, a favor de la concesión definitiva de 
distribución de energía eléctrica de la que es titular LDS; 

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 30705, 
Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Energía 
y Minas, el Reglamento de Organización y Funciones del 
Ministerio de Energía y Minas, aprobado con Decreto 
Supremo N° 031-2007-EM y sus modificatorias, el 
Decreto Ley N° 25844, Ley de Concesiones Eléctricas 
y sus normas modificatorias, su Reglamento aprobado 
mediante el Decreto Supremo N° 009-93-EM, y el Texto 
Único de Procedimientos Administrativos del Ministerio de 
Energía y Minas, aprobado con Decreto Supremo N° 038-
2014-EM y sus modificatorias;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Declarar aprobada al 26 de diciembre 
de 2018, por aplicación del Silencio Administrativo 
Positivo, la solicitud de reconocimiento de la servidumbre 
convencional de ocupación para la Subestación Eléctrica 
de Distribución N° 1695, ubicada en el Lote 03 de la 
Manzana B-1, Urb. Los Huertos de San Hilarión, distrito 
de Chilca, provincia de Cañete, departamento de Lima, 
inscrito en la Partida Registral Partida N° 90013203, a 
favor de la concesión definitiva de distribución de energía 
eléctrica de la que es titular Luz del Sur S.A.A., en los 
términos solicitados, por las razones y fundamentos 
legales señalados en la parte considerativa de la presente 
Resolución, según las coordenadas UTM (WGS 84) 
que figuran en la documentación técnica y los planos 
proporcionados por Luz del Sur S.A.A., los cuales forman 
parte del Expediente, conforme al siguiente cuadro: 

Cód. 
Exp.

Descripción de la Servidumbre
Área Total de 
Servidumbre

Tipo de 
propiedad

Tipo de 
Terreno

31247818 Subestación Eléctrica de Distribución 
N° 1695
Ubicación: Distrito de Chilca, provincia de 
Cañete, departamento de Lima
Área: Servidumbre de ocupación
Coordenadas UTM (WGS 84)

Vértice Este Norte

A 311863,6032 8616738,9124

B 311868,3610 8616742,5680

C 311873,6921 8616735,6296

D 311868,9344 8616731,9740

52,50 m2 Privado Urbano

Artículo 2.- Aplicar a la servidumbre reconocida 
en el artículo que antecede, las normas de seguridad 
establecidas en la Ley de Concesiones Eléctricas, su 
Reglamento y en las normas técnicas pertinentes.

Artículo 3.- Establecer que la presente Resolución 
Ministerial entre en vigencia al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial El Peruano.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

FRANCISCO ISMODES MEZZANO
Ministro de Energía y Minas

1779240-1

INTERIOR

Decreto Supremo que aprueba el Plan 
Nacional de Seguridad Ciudadana 2019 - 
2023

DECRETO SUPREMO
Nº 013-2019-iN

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
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CONSIDERANDO:

Que, conforme al artículo 1 y al inciso 22 del artículo 
2 de la Constitución Política del Perú, la defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son el fin 
supremo de la sociedad y del Estado; y toda persona tiene 
derecho a la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo 
libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente 
equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida;

Que, la Sétima Política de Estado del Acuerdo Nacional 
“Erradicación de la Violencia y Fortalecimiento del Civismo 
y de la Seguridad Ciudadana” establece el compromiso de 
normar y fomentar las acciones destinadas a fortalecer el 
orden público y el respeto al libre ejercicio de los derechos 
y al cumplimiento de los deberes individuales, para lo 
cual el Estado deberá consolidar políticas orientadas a 
prevenir, disuadir, sancionar y eliminar aquellas conductas 
y prácticas sociales que pongan en peligro la tranquilidad, 
integridad o libertad de las personas así como la propiedad 
pública y privada;

Que, mediante la Ley N° 27933, Ley del Sistema 
Nacional de Seguridad Ciudadana, modificada mediante 
Decreto Legislativo N° 1454, se crea el Sistema Nacional 
de Seguridad Ciudadana (SINASEC), como un sistema 
funcional encargado de asegurar el cumplimiento de las 
políticas públicas que orientan la intervención del Estado 
en materia de seguridad ciudadana para garantizar la 
seguridad, la paz, la tranquilidad, el cumplimiento y respeto 
de las garantías individuales y sociales a nivel nacional 
para lograr una situación de paz social y protección del 
libre ejercicio de los derechos y libertades, en el marco de 
lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo;

Que, el artículo 5 de la Ley N° 27933, Ley del Sistema 
Nacional de Seguridad Ciudadana, crea el Consejo 
Nacional de Seguridad Ciudadana (CONASEC), como 
el máximo organismo del SINASEC encargado de la 
formulación, conducción y evaluación de las políticas de 
seguridad ciudadana, con autonomía funcional y técnica;

Que, conforme al literal a) del artículo 9 de la Ley 
N° 27933, Ley del Sistema Nacional de Seguridad 
Ciudadana, es función del CONASEC proponer ante la 
Presidencia del Consejo de Ministros la aprobación del 
Plan Nacional de Seguridad Ciudadana, elaborado bajo 
un enfoque descentralizado, de gestión por resultados e 
intercultural;

Que, de acuerdo a los artículos 43 y 45 de la Ley Nº 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, los sistemas 
funcionales son los conjuntos de principios, normas, 
procedimientos, técnicas e instrumentos que tienen por 
finalidad asegurar el cumplimiento de políticas públicas 
que requieren la participación de todas o varias entidades 
del Estado;

Que, de conformidad con el artículo 4 del Decreto 
Legislativo N° 1266, Ley de Organización y Funciones del 
Ministerio del Interior, y el artículo 3-A de la Ley N° 27933, 
Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana, el 
Ministerio del Interior ejerce la rectoría del SINASEC;

Que, en ese contexto, como ente rector del SINASEC, 
de acuerdo al artículo 9 del Reglamento de la Ley Nº 
27933, Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana, 
aprobado mediante el Decreto Supremo N° 011-2014-IN, 
el Ministerio del Interior se constituye como la autoridad 
técnico normativa de alcance nacional encargada de dictar 
normas, establecer los procedimientos relacionados con 
la implementación de las políticas nacionales y coordinar 
su operación técnica, así como las formas de articulación 
entre las diversas entidades involucradas, asumiendo la 
responsabilidad de su correcto funcionamiento;

Que, el artículo 93 del Reglamento de Organización 
y Funciones del Ministerio del Interior, aprobado 
mediante el Decreto Supremo N° 004-2017-IN, dispone 
que la Dirección General de Seguridad Ciudadana es el 
órgano con autoridad técnico normativa a nivel nacional, 
encargado de programar, dirigir, coordinar, controlar y 
evaluar la formulación, ejecución y supervisión de las 
políticas públicas en materia de seguridad ciudadana; y, 
se encarga de evaluar el cumplimiento de las políticas 
y planes nacionales por las entidades competentes de 
los tres niveles de Gobierno. Asimismo, se indica que, a 
través de la Dirección General de Seguridad Ciudadana, 
el Ministerio del Interior ejerce la rectoría del SINASEC; 

ejerciendo a su vez, la Secretaria Técnica del CONASEC;
Que, mediante la Resolución Suprema N° 017-2018-

IN se crea la Comisión Multisectorial de carácter temporal 
encargada de elaborar la propuesta de “Plan Nacional 
de Seguridad Ciudadana 2019 – 2023” como principal 
instrumento orientador en esta materia, conformada 
por diversos representantes de los distintos sectores y 
entidades públicas involucrados del Poder Ejecutivo; 
quienes han concluido con el proceso de elaboración de 
la propuesta del citado Plan Nacional;

Que, en su sesión de fecha 19 de diciembre de 2018, 
el CONASEC aprobó el “Plan Nacional de Seguridad 
Ciudadana 2019 – 2023”;

Que, la propuesta de “Plan Nacional de Seguridad 
Ciudadana 2019 – 2023” ha sido presentada ante la 
Presidencia del Consejo de Ministros, siendo necesaria 
su aprobación; documento de gestión que se constituirá 
en el principal instrumento del Estado peruano para 
fortalecer la seguridad de la población frente a un conjunto 
de delitos en el territorio nacional y que incluye medidas 
que coadyuvarán a reforzar el orden, la paz y la seguridad 
en el país;

De conformidad con lo establecido en el numeral 8 del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú; la Ley N° 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; Ley N° 27933, 
Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana; el 
Decreto Legislativo N° 1266, Ley de Organización y 
Funciones del Ministerio del Interior; y, el Reglamento 
de Organización y Funciones del Ministerio del Interior, 
aprobado mediante el Decreto Supremo N° 004-2017-IN;

DECRETA:

Artículo 1.- Aprobación del Plan Nacional
Aprobar el “Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 

2019 – 2023”, que como Anexo forma parte integrante del 
presente Decreto Supremo.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación
El “Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2019 

– 2023” es de aplicación obligatoria en los tres niveles 
de Gobierno y por todas las entidades que integran el 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana (SINASEC).

Artículo 3.- Ejecución y cumplimiento
Las máximas autoridades de las instituciones 

responsables en el “Plan Nacional de Seguridad 
Ciudadana 2019 – 2023” adoptarán, en el ámbito de 
sus competencias, las medidas necesarias para su 
ejecución y velarán por su cumplimiento, asegurando 
que las acciones y los gastos se incluyan en sus Planes 
Operativos y Presupuestos Institucionales.

Artículo 4.- implementación, monitoreo y 
evaluación

El Ministerio del Interior, a través de la Dirección 
General de Seguridad Ciudadana, tiene a su cargo 
la implementación, monitoreo y evaluación del “Plan 
Nacional de Seguridad Ciudadana 2019 – 2023”.

Artículo 5.- Financiamiento
La implementación de las medidas y acciones 

efectuadas en el marco de lo dispuesto en el presente 
Decreto Supremo, se financia con cargo al Presupuesto 
Institucional autorizado para cada pliego en las Leyes 
Anuales de Presupuesto, sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público.

Artículo 6.- Publicación
Disponer la publicación del presente Decreto Supremo 

en el Diario Oficial El Peruano. Asimismo, el Anexo del 
Decreto Supremo se publica en el Portal del Estado 
Peruano (www.peru.gob.pe), en el Portal de la Presidencia 
del Consejo de Ministros (www.gob.pe/pcm) y en el Portal 
del Ministerio del Interior (www.gob.pe/mininter), el mismo 
día de la publicación del presente Decreto Supremo.

Artículo 7.- Refrendo
El presente Decreto Supremo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro del 
Interior, la Ministra de Salud, el Ministro de Justicia 
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y Derechos Humanos, la Ministra de Transportes y 
Comunicaciones, la Ministra de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables, la Ministra de Desarrollo e Inclusión Social y 
la Ministra de Educación.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinte 
días del mes de junio del año dos mil diecinueve.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

SALVADOR DEL SOLAR LABARTHE
Presidente del Consejo de Ministros

PAOLA BUSTAMANTE SUÁREZ
Ministra de Desarrollo e Inclusión Social

FLOR AIDEÉ PABLO MEDINA
Ministra de Educación

CARLOS MORÁN SOTO
Ministro del Interior

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Ministro de Justicia y Derechos Humanos

GLORIA MONTENEGRO FIGUEROA
Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

ELIZABETH ZULEMA TOMÁS GONZÁLES 
Ministra de Salud

MARÍA ESPERANZA JARA RISCO
Ministra de Transportes y Comunicaciones

1781343-4

Autorizan viaje de Personal Policial a Italia, 
en misión de estudios

RESOlUCióN MiNiSTERiAl
N° 882-2019-iN

Lima, 19 de junio de 2019

VISTOS, el Oficio N° 738-2019-SUB COMGEN 
PNP/DIRASINT-DIVABI de la Jefatura de la División 
de Administración de Becas Internacionales de la 
Dirección de Asuntos Internacionales de la Policía 
Nacional del Perú y el Informe N° 001542-2019/IN/
OGAJ de la Oficina General de Asesoría Jurídica del 
Ministerio del Interior; y,

CONSIDERANDO:

Que, mediante Oficio N° 38-2019-SCG-PNP/
DIRASINT-APR-ITALIA de fecha 13 de abril de 2019, la 
Agregaduría Policial del Perú en la República Italiana 
informa a la Dirección de Asuntos Internacionales de la 
Policía Nacional del Perú respecto a una beca de estudios 
dirigida a un Oficial Superior de la Policía Nacional del 
Perú, para el “Curso de Terrorismo y Subversión” 
organizado por la Escuela Internacional de Alta Formación 
para Prevención y Lucha contra el Crimen Organizado, a 
llevarse a cabo del 24 de junio al 05 de julio de 2019, en la 
ciudad de Caserta de la República Italiana;

Que, con Hoja de Estudio y Opinión N° 
179-2019-COMGEN PNP/DIRASINT-DIVABI de fecha 
30 de mayo de 2019, la Comandancia General de la 
Policía Nacional del Perú aprueba y estima conveniente 
se prosiga con el trámite de la expedición de la resolución 
que autorice el viaje al exterior, en misión de estudios, 
de la Capitán de la Policía Nacional del Perú Julissa 
Osmara De La Cruz Soria, a la ciudad de Caserta de la 
República Italiana para que participe en el curso antes 
citado, considerando que es importante para la Policía 
Nacional del Perú, toda vez que significa un espacio de 
formación donde podrá aportar experiencias en temas 
relacionados al terrorismo en el campo de la inteligencia y 
fortalecer relaciones con sus similares, recibiendo además 

asistencia técnica y profesional en los diferentes campos 
de la actividad funcional, mejorando sus capacidades, 
destrezas y habilidades a fin de hacer más eficiente 
y eficaz la labor policial en nuestro país, en cuanto a 
seguridad nacional y transnacional;

Que, los conocimientos y experiencias a adquirirse, 
como resultado de la participación del mencionado 
personal policial en el curso indicado, se encuentran en 
el ámbito de competencia de la Policía Nacional del Perú, 
resultando por ello de interés institucional la realización 
del viaje al exterior antes referido, debiendo señalarse 
que los gastos que irroga dicha participación por concepto 
de alojamiento y alimentación, son asumidos por la 
Escuela Internacional de Alta Formación para Prevención 
y Lucha contra el Crimen Organizado, conforme lo precisa 
la Agregaduría Policial del Perú en la República Italiana 
mediante Informe N° 11-2019-SCG-PNP/DIRASINT-
APR-ITALIA de fecha 12 de abril de 2019, mientras que 
los gastos que irrogue por concepto de pasajes aéreos 
(ida y retorno) y viáticos (financiamiento parcial), son 
asumidos por la Unidad Ejecutora 002: Dirección de 
Economía y Finanzas de la Policía Nacional del Perú, del 
Pliego 007: Ministerio del Interior, conforme lo precisa el 
Oficio N° 2434-2019-SECEJE-DIRADM-DIVECO-PNP/
DEPPRE de fecha 06 de junio de 2019, del Departamento 
de Presupuesto de la División de Economía de la Policía 
Nacional del Perú;

Que, la Ley de la Policía Nacional del Perú, aprobada 
por Decreto Legislativo N° 1267 establece en su artículo 
5 que “El personal policial tiene los siguientes derechos: 
(…) 3) Formación, capacitación, especialización y 
perfeccionamiento, conforme a la normatividad vigente. 
(…)”;

Que, el Reglamento de Viajes al Exterior del Personal 
Militar y Civil del Sector Defensa, aprobado por Decreto 
Supremo N° 002-2004-DE/SG, en su artículo 3 establece 
que “Los viajes al exterior con carácter oficial comprenden 
las modalidades siguientes: Misión de estudios (…)”;

Que, el Decreto Supremo N° 001-2009-IN en su 
artículo 1 señala “Hacer extensivo al personal policial 
y civil de la Policía Nacional del Perú los alcances del 
Decreto Supremo N° 002-2004-DE/SG (…)”;

Que, la Ley N° 30879, Ley de Presupuesto del Sector 
Público para el Año Fiscal 2019, en su artículo 10 establece 
que “10.1. Durante el Año Fiscal 2019, los viajes al exterior 
de los servidores o funcionarios públicos y representantes 
del Estado con cargo a recursos públicos deben realizarse 
en categoría económica (…) La autorización para viajes 
al exterior de las personas señaladas en el párrafo 
precedente se aprueba conforme a lo establecido en la 
Ley N° 27619, Ley que regula la autorización de viajes 
al exterior de servidores y funcionarios públicos, y sus 
normas reglamentarias. (…)”;

Que, mediante Decreto Supremo Nº 047-2002-PCM, 
se aprueban normas reglamentarias sobre autorización 
de viajes al exterior de servidores y funcionarios 
públicos, el cual en su artículo 2, referido al contenido 
del acto de autorización, establece que “La Resolución 
de autorización de viajes al exterior de la República 
estrictamente necesarios, será debidamente sustentada 
en el interés nacional o en el interés específico de la 
Institución, y deberá indicar expresamente el motivo del 
viaje, el número de días de duración del viaje, el monto 
de los gastos de desplazamiento, viáticos y tarifa Corpac. 
(…)”;

Que, el Decreto Supremo N° 047-2002-PCM en su 
artículo 1 establece que “(…) La autorización de viajes 
al exterior de personas, que viajen en representación 
del Poder Ejecutivo irrogando gasto al Tesoro Público, 
se otorgará mediante Resolución Ministerial del 
Sector correspondiente, siempre que se sustenten 
en el interés nacional o en el interés específico de la 
institución, conforme a la Ley N° 27619 y el presente 
Reglamento”;

Que, asimismo, el artículo 4 del Decreto Supremo 
N° 047-2002-PCM señala que “Las Resoluciones de 
autorización de viaje deberán publicarse en el Diario 
Oficial El Peruano (…)”;

Con la visación de la Comandancia General de la 
Policía Nacional del Perú y de la Oficina General de 
Asesoría Jurídica del Ministerio del Interior;
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